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	Asunto:
	Se conoce de la apelación del auto interlocutorio del 04-08-09, por medio del cual se negó la práctica de una nueva prueba en el juicio.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.- De conformidad con el escrito de acusación:   

“El día 8 de septiembre de 2006, se traslada la menor YPN en compañía de su hermano JENM por el sector “La Planta” entre las 10:30 y 11:00 de la mañana de regreso a su residente luego de la jornada académica, observaron que el imputado RICARDO FABER JIMÉNEZ LÓPEZ se encontraba en la orilla del río en ropa interior masturbándose, los niños corrieron, infortunadamente la menor fue alcanzada por el sujeto, quien la cogió, le desgarró su correa y pantalón para luego introducirle de manera violenta su lengua y sus dedos”. 

1.2.- A consecuencia de ese acontecer, la Fiscalía solicitó audiencia preliminar para obtener orden de captura (04-14-08), misma que se hizo efectiva el día 11-11-08, fecha en la cual se llevaron a cabo las audiencias de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento, por medio de las cuales: (i) se declaró legal la aprehensión; (ii) se atribuyó autoría en la conducta punible de ACCESO CARNAL VIOLENTO de conformidad con lo establecido en el artículo 205 del Código Penal, agravado al tenor de lo dispuesto por el artículo 211 numeral 4º por tratarse de una menor de 12 años; cargo que el indiciado NO ACEPTÓ; y (iii) no se decretó medida de aseguramiento en contra del imputado no obstante la petición expresa del Fiscal, a consecuencia de lo cual se le dejó en libertad inmediata, decisión contra la cual se interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Se despachó adversamente el recurso horizontal y se concedió el vertical.  

1.3.-  La Juez Penal del Circuito, al conocer la alzada, ordenó REVOCAR la abstención de medida de aseguramiento y en su lugar dispuso hacer efectiva de nuevo la captura con medida de aseguramiento de detención preventiva en centro carcelario.
1.4.- Con fecha 11-12-08, la Fiscalía Seccional con sede en el lugar de los acontecimientos, presentó formal escrito de acusación, por medio del cual concreta iguales cargos a los sostenidos al momento de la audiencia preliminar de imputación. A consecuencia de ello, se llevaron a cabo las audiencias de Formulación de Acusación (04-27-09), Preparatoria (20-05-09) y Juicio Oral (04-08-09), audiencia esta última en la cual la defensa solicita la práctica de una prueba no descubierta con anterioridad al ser “sobreviniente de las pruebas de la fiscalía”, consistente en el testimonio del señor JAIME GUERRERO GONZÁLEZ, persona que ejerce como arenero en el río cercano al lugar donde fue violada la menor, y a ese efecto aclara que: (i) no lo había mencionado en la preparatoria “ante la imposibilidad de identificarlo antes porque sólo logró saber de quién se trataba la semana anterior”; (ii) pretende con el testigo allegar información en cuanto a la presencia del acusado en el sector de “La Planta” el primer viernes de septiembre y el día siguiente; (iii) esta persona fue relacionada por la testigo MARÍA ZULEMA MARÍN OLARTE; y (iv) su intención de llamar a declarar a este sujeto la puso en conocimiento de la señora Fiscal en oficio dirigido el día treinta (30) de julio de 2009.      
De la anterior petición se corrió traslado a la Fiscal, quien expuso la necesidad de desestimar la pretensión defensiva, porque la prueba que ahora se solicita no fue descubierta a tiempo y se le estaría sorprendiendo en el juicio. Pone de manifiesto que la defensa conocía de antemano la entrevista de la señora ZULEMA como quiera que le fue descubierta oportunamente al momento de la audiencia de acusación; sin embargo, el defensor no se contactó con la citada testigo a efectos de establecer si en verdad existía algún testigo o algún hecho que fuera de interés para este juicio, a cuyo efecto podía haberlo mencionado en la audiencia preparatoria, pero no fue así. De accederse a esa pretensión extemporánea -dice-, se estarían violando los artículos 356 y 360 del Código Procesal penal y el artículo 29 de la C.N.
Previo el concepto de la representante del Ministerio Público, por medio del cual acompaña la posición Fiscal, el juez de la causa decide negar la pretensión defensiva, con fundamento en: (i) el último inciso del artículo 344 de la Ley 906 de 2004, del cual se extrae que en el caso concreto no se observa violación al derecho de defensa, ni se presenta merma en la integralidad del juicio; (ii) se trata de un arenero que “muy poco conocimiento pude tener sobre lo que es materia de investigación, ya que lo investigado es un acceso carnal violento y agravado; a lo sumo el testigo podría decir que el acusado estuvo en el lugar de los hechos durante algún tiempo, pero esa conducta demora poco tiempo”; y (iii) fue suficiente el tiempo que tuvo la defensa para solicitar el testigo, dada la cantidad de aplazamientos de las audiencias; no obstante, en forma tardía lo viene a hacer y sin que se aprecie su necesidad para el juicio.

1.5.- Contra esa determinación se alzó el defensor, motivo por el cual se dispuso la remisión de los registros a esta Corporación.
2.- Debate

Al acto público de audiencia de sustentación del recurso de apelación, no se hizo presente la delegada Fiscal, sólo compareció el defensor interesado en la impugnación, quien en uso de la palabra expuso:

No solicitó la prueba en la preparatoria porque en el juicio oral se mencionan los sujetos que podían darse cuenta de los hechos: “areneros”.

El ente acusador no efectuó averiguaciones a ese respecto. No se dirigió a los “areneros” de ese sector para establecer qué sabían acerca de lo ocurrido.

Descubiertas las pruebas se procedió a hacer las averiguaciones pertinentes, a cuyo efecto se hizo un recorrido aproximado de unos 3 kilómetros donde esas personas se ubican, situación que se hacía compleja y más difícil aún que quisiera comparecer al juicio a declarar.

Es verdad que hubo aplazamientos de la audiencia preparatoria, pero la defensa tuvo que dedicar bastante tiempo para lograr su objetivo. Así que no es verdad que la defensa se hubiera “sentado a esperar el juicio para sorprender a la Fiscalía”. Lo que en realidad sucedió es que con los testimonios del órgano acusador “se abrió una luz de las entrevistas realizadas por la propia Fiscal y 6 días antes se logró aportar la dirección e identidad plena del testigo”; en otras palabras “esto no dependía de la defensa sino de las circunstancias”.

Envió un oficio a la delegada Fiscal, pero ella sólo se enteró de su contenido cuando llegó de las vacaciones, situación que por supuesto no es culpa de la defensa.
En la preparatoria no se sabía aún el nombre del testigo, sólo se tenía la vaga idea de tratarse de un “arenero”. 

Casualmente, se trata del compañero permanente de la testigo principal de la Fiscalía, señora MARÍA ZULEMA MARÍN OLARTE, de quien se supo correspondía al nombre de JAIME GUERRERO GONZÁLEZ, es de oficio arenero y dijo estar dispuesto a declarar en juicio para dejar en claro el verdadero lugar en donde se encontraba su protegido para el instante de estos hechos. 
Agrega finalmente, que estamos en presencia de un acusado en ausencia y esta situación también ha entorpecido la buena gestión de la defensa.

3.- Consideraciones
3.1.- Competencia

La tiene esta Corporación por los factores objetivo, funcional y territorial, a voces del artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer, básicamente, si el medio probatorio que pretende introducir la defensa en el juicio tiene la condición de prueba nueva o sobreviniente; o si, por el contrario, como lo sostienen Fiscal, Ministerio Público y Juez, se trata de una petición extemporánea que por lo mismo debe ser denegada.

3.3.- Solución a la controversia

Da cuenta la actuación, que durante el transcurso del acto público de juicio oral, el defensor del procesado AICARDO FAVER JIMÉNEZ LÓPEZ solicitó como “prueba sobreviviente” el testimonio de una persona de nombre JAIME GUERRERO GONZÁLEZ, de ocupación arenero, de quien asegura puede aportar valiosa información al plenario.

El objetivo de esa probanza es, según lo indicó de manera superficial el togado, mencionar la verdadera ubicación del hoy acusado para el instante de la ocurrencia del hecho. En otras palabras, entendemos, que por no tener el don de la ubicuidad no pedía ser la persona que abusó sexualmente de la menor YPN.

Como es sabido, el juez a quo despachó desfavorablemente esa pretensión probatoria de la defensa, por cuanto la consideró extemporánea con fundamento en dos motivos: (i) que el letrado estaba en el deber de haber solicitado el referido testimonio desde el mismo instante de la audiencia preparatoria cuando se le concedió la oportunidad para hacer el aporte probatorio ajustado a su teoría del caso, pero no lo hizo no obstante el considerable tiempo que tuvo para el efecto; y (ii) que no se observa que su no realización pueda perjudicar el derecho de defensa o la integridad del juicio.

En términos generales, de acuerdo con las reglas de la Ley 906 de 2004, la oportunidad para petición y decreto de pruebas se agota en la audiencia preparatoria, aunque el canon 344 preceptúa en su parte final que “… si durante el juicio alguna de las partes encuentra un elemento material probatorio y evidencia física muy significativos que debería ser descubierto, lo pondrá en conocimiento del Juez quien, oídas las partes y considerando el perjuicio que podría producirse al derecho de defensa y la integridad del juicio, decidirá si es excepcionalmente admisible o si debe excluirse esa prueba…”.

Lo anterior quiere significar que una vez superada la audiencia preparatoria, no termina inexorablemente la oportunidad de pedir y decretar pruebas, porque de conformidad con la norma transcrita, puede existir otra ocasión, aunque muy excepcional, para que se pueda solicitar y ordenar alguna de trascendental importancia y que fuera desconocida al momento de las audiencias de acusación y preparatoria.

Oídas las intervenciones de las partes confrontadas, el Tribunal considera que hay lugar a rechazar el medio probatorio pedido a último momento por la defensa y concede razón tanto al Juez de instancia como a las demás partes e intervinientes, por dos razones esenciales: (i) la extemporaneidad de la solicitud y (ii) la innecesariedad del medio de convicción.

Lo primero -la extemporaneidad-, surge del hecho palpable que no estamos en presencia de un elemento material probatorio o evidencia física surgido en el juicio oral. Se tuvo ocasión de conocer ese dato investigativo desde mucho antes de la vista pública como lo demuestran los siguientes datos procesales: (i) de los elementos materiales aportados por la Fiscalía desde el escrito de acusación y en la audiencia de formulación respectiva, se supo de la existencia de unos areneros que se encontraban por el sector al momento de sucedido el episodio denunciado; (ii) antes del juicio el defensor envió un escrito a la Fiscal delegada haciéndole mención a su interés de presentar ese testigo; y (iii) la primera manifestación del señor apoderado al juez de la causa, no fue la de presentar su teoría del caso, sino anunciar que tenía una prueba nueva y que deseaba hacerla valer en ese acto.
De lo anterior se extrae con absoluta certeza, que no es válida la afirmación según la cual: “de las exposiciones de los testigos de la Fiscalía en el acto de juicio oral se conoció la existencia de otro testigo de suma relevancia para los resultados del proceso”.
En términos generales, se ha entendido por hecho nuevo o prueba nueva, aquél que no ha sido conocido al tiempo de los debates; sin embargo, ese no conocimiento puede deberse: (i) a su no existencia previa, y (ii) a que no obstante su existencia anterior, las partes interesadas no estaban en condiciones de acceder a la aprehensión por los sentidos de ese hecho con vocación probatoria.

Adicional a ello, la jurisprudencia nacional ha sostenido que la categoría de “prueba nueva” está esencialmente vinculada a su idoneidad para poder cambiar potencialmente el rumbo del juzgamiento, porque textualmente se ha dicho:

“Prueba nueva es […] aquel mecanismo probatorio (documental, pericial, testimonial) que por cualquier causa no se incorporó al proceso, pero cuyo aporte exnovo tiene tal valor que podría modificar sustancialmente el juicio positivo de responsabilidad penal […]. Dicha prueba puede versar sobre evento hasta entonces desconocido […] o sobre hecho conocido ya en el proceso […]; por manera que puede haber prueba nueva sobre hecho nuevo o respecto de variantes sustanciales de un hecho procesalmente conocido que conduzca a la inocencia o irresponsabilidad del condenado”

En el presente asunto se podría asegurar, que es muy factible que para el instante de la audiencia preparatoria el profesional del derecho desconociera el nombre del testigo que deseaba citar para el juicio; sin embargo, sí se tenía conocimiento de la existencia de unas personas que se ejercían como “areneros” en la zona, motivo por el cual la defensa debió anunciar desde el citado acto preparatorio, al menos, que su deseo era hacer comparecer a uno o varios de ellos para recepcionarle testimonio y que para lograr su debida identidad requería una averiguación adicional, a cuyo efecto bien podía conferírsele un término judicial.

Pero no fue así, porque al preguntársele al letrado en la audiencia preparatoria si tenía la intención de presentar pruebas en el juicio, manifestó que no.

Ahora bien, de admitirse en gracia de discusión que la petición fue oportuna y no extemporánea como se ha dejado dicho, de todas formas el medio probatorio no debe ser admitido con fundamento en la segunda causal anunciada -innecesariedad-. La razón: que nada se llegaría a probar sustancialmente que sirviera para demostrar que en efecto el acusado no estaba en ese lugar para el instante de ocurrido el cruento episodio, y que, antes que dar claridad a este juicio, serviría para introducir un elemento de confusión sin un motivo justificado. Nos explicamos:

Por obvias circunstancias, el Tribunal se encuentra limitado en este momento para hacer una valoración anticipada del conjunto probatorio para evitar un prejuzgamiento, razón por la cual nos debemos ceñir a lo meramente tangencial del asunto y de una forma estrictamente objetiva en cuanto a la necesidad del medio probatorio solicitado. Y respetando esa orientación encontramos como algo sumamente claro lo sostenido por la prueba de cargo y hasta por la de descargo, si es que en esta última categoría cabe tener el testimonio de la señora ZULEMA MARÍN, en el sentido de que AICARDO JÍMENEZ sí estuvo en ese sector supuestamente pescando, además de que al día siguiente la madre pasaba por el lugar en compañía de su hija afectada y se enfrentó verbalmente con la persona que según su convicción era el directo responsable de este ilícito. 

Palabras más palabras menos, inoficioso se hace disponer un medio probatorio en tan particulares condiciones, cuando el objetivo que se pretende no se va a poder cumplir ni siquiera en grado de aproximación, porque téngase presente que el artículo ya citado exige que se trate de una prueba “muy significativa”, lo que trae consigo la idea de necesariedad del medio probatorio para el caso concreto.

El deponente que se ofrece en forma tardía, es nada más ni nada menos que el esposo o compañero permanente de la persona que fuera principal testigo de cargo, nos referimos a la vecina MARÍA ZULEMA MARÍN OLARTE, quien hubo de ser entrevistada previamente por la Fiscalía y manifestó que no conocía testigos principales de este acontecimiento. Es que, de haber sido así, obviamente lo hubiera dicho en el instante de rendir su exposición en el juicio oral.
La defensa sabía de la existencia de la testigo ZULEMA MARÍN, en consecuencia, de haberla también entrevistado previamente y a tiempo como estaba dentro de su rol funcional, seguramente hubiera podido hacer el aporte probatorio a tiempo y no en forma tardía como aquí ha sucedido.

Si lo anterior es así, como en efecto lo es, entonces hay lugar a sostener que el esposo de ZULEMA tampoco vio el instante de la comisión del acto delictuoso, ni sabe a ciencia cierta quién lo cometió; luego entonces, difícil que una persona que no conoció directamente el episodio puede involucrar o descartar al aquí acusado. Menos aún cuando la menor y su hermano explicaron en juicio que el responsable se les adelantó y sorpresivamente les salió a la vía. Es decir, la persona estaba oculta acechándolos, todo fue en un instante y nadie estaba por ahí para auxiliarlos, lo cual es propio de esta clase de conductas al margen de la ley.
Cómo decir por tanto, que una persona que estaba ocupada en su oficio de arenero y que no se enteró del preciso instante de la ocurrencia del hecho, como quiera que los menores no tuvieron ocasión de pedir ayuda a nadie del sector porque nadie había, ni se regresaron para poner al tanto a terceros acerca de lo ocurrido, simplemente siguieron la ruta que llevaban desplazándose de inmediato hasta la casa donde vivían que estaba cerca de allí para obtener la protección de la progenitora, pueda servir ahora para endilgar o descartar autoría.

Menos aún cabe sostener como aquí se hace, que la no presencia del incriminado haya dificultado la obtención de la información pertinente para efectos de procurar una efectiva defensa, cuando se tiene claro que no estamos en presencia de un procesado ausente que no tuviera conocimiento de esta actuación, sino más bien de un contumaz. Recuérdese que AICARDO FABER fue privado de la liberad por cuenta de este proceso, recibió en forma personal la imputación y posteriormente recobró su libertad sin que desde entonces se haya hecho presente para afrontar el debate. Luego entonces, él sabe bien de la existencia de este trámite y por supuesto está al tanto de su desenvolvimiento con la asistencia de un abogado.

Por todo ello, el argumento jurídico esgrimido por la parte para sustentar que se trata de una prueba sobreviviente y por lo mismo admisible por excepción dentro del juicio a voces del artículo 344 in fine de la Ley 906 de 2004, lo encuentra esta Corporación infundado.

Para el presente caso, repetimos, no se avizora por parte alguna que el nuevo medio probatorio pueda de algún modo incidir sustancialmente en el material probatorio ya decretado desde la audiencia preparatoria, y no se cuenta con el soporte argumentativo suficiente para obrar en esa dirección.

En consecuencia, dada esa dualidad de motivos, el Tribunal debe confirmar la decisión adoptada en la primera instancia en cuanto dispuso la negación de la prueba solicitada, y dispondrá en consecuencia que la actuación retorne a la oficina de origen para el consiguiente trámite de juicio oral.

ANOTACIÓN FINAL

Resulta obligado para el Tribunal hacer dos llamados de atención al juez de la causa:

El primero, que debe tener presente que el nombre de la menor afectada no debe ser citado en las actas de las correspondientes audiencias, por expresa prohibición legal y jurisprudencial.

Lo segundo, que en la recepción de testimonios a menores, se deben tener presente las normas del nuevo Código de Infancia y Adolescencia (ley 1098 de 2006), que rezan:
ARTÍCULO 150. PRÁCTICA DE TESTIMONIOS. Los niños, las niñas y los adolescentes podrán ser citados como testigos en los procesos penales que se adelanten contra los adultos. Sus declaraciones solo las podrá tomar el Defensor de Familia con cuestionario enviado previamente por el fiscal o el juez. El defensor sólo formulará las preguntas que no sean contrarias a su interés superior.

Excepcionalmente, el juez podrá intervenir en el interrogatorio del niño, la niña o el adolescente para conseguir que este responda a la pregunta que se le ha formulado o que lo haga de manera clara y precisa. Dicho interrogatorio se llevará a cabo fuera del recinto de la audiencia y en presencia del Defensor de Familia, siempre respetando sus derechos prevalentes.

ARTÍCULO 193. CRITERIOS PARA EL DESARROLLO DEL PROCESO JUDICIAL DE DELITOS EN LOS CUALES SON VÍCTIMAS LOS NIÑOS, LAS NIÑAS Y LOS ADOLESCENTES VÍCTIMAS DE LOS DELITOS. Con el fin de hacer efectivos los principios previstos en el artículo anterior y garantizar el restablecimiento de los derechos, en los procesos por delitos en los cuales sean víctimas los niños, las niñas y los adolescentes la autoridad judicial tendrá en cuenta los siguientes criterios específicos:

12. En los casos en que un niño niña o adolescente deba rendir testimonio deberá estar acompañado de autoridad especializada o por un psicólogo, de acuerdo con las exigencias contempladas en la presente ley.

ARTÍCULO 194. AUDIENCIA EN LOS PROCESOS PENALES. En las audiencias en las que se investiguen y juzguen delitos cuya víctima sea una persona menor de dieciocho (18) años, no se podrá exponer a la víctima frente a su agresor. Para el efecto se utilizará cualquier medio tecnológico y se verificará que el niño, niña o adolescente se encuentre acompañado de un profesional especializado que adecue el interrogatorio y contrainterrogatorio a un lenguaje comprensible a su edad. Si el juez lo considera conveniente en ellas sólo podrán estar los sujetos procesales, la autoridad judicial, el defensor de familia, los organismos de control y el personal científico que deba apoyar al niño, niña o adolescente.

Para el caso que nos convoca, si bien estuvieron presentes tanto la Defensora de Familia como una sicóloga, el interrogatorio lo hizo en forma directa la Fiscal y la intervención de los otros profesionales fue pasiva. 

Lo anterior es una irregularidad que debe superarse a futuro, sin que para el caso presente trascienda al campo de la nulidad. Lo decimos así, dado que una situación similar ya fue objeto de análisis por el órgano de cierre de la jurisdicción penal, cuando la defensa demandó en casación al estimar violatorio de la legalidad el no haber sido la defensoría de familia quien en forma directa interrogara al menor; es decir, se estaba reprochando curiosamente un comportamiento análogo al que aquí se aprecia. Para tranquilidad, el Alto Tribunal dijo en esa oportunidad lo siguiente:

“El primero acusa la circunstancia según la cual siendo la víctima del delito objeto de investigación menor de edad, era imperioso que el interrogatorio al que fue sometida en la audiencia del juicio oral lo hiciera la defensora de familia, previa aprobación del juez y no la psicóloga forense, conforme aconteció, según lo prevenido en la Ley 1098 de 2006.

3. Se tiene que con la expedición del Código de la Infancia y la Adolescencia contenido en la Ley 1098 de 2006, cuya finalidad principal es la de garantizar a los niños, niñas y adolescentes el respeto de la dignidad e igualdad con miras a su armonioso desarrollo, se introdujeron algunas disposiciones en orden al cumplimiento de dicho cometido, específicamente tratándose de aquellos casos en que los menores deben intervenir como testigos, o como testigos-víctimas, entre otros procesos, en actuaciones penales.

Lo primero que se advierte con dicho cometido es que, por razón de la índole misma de la regulación, revestir de las mayores garantías la intervención de menores en actuaciones judiciales, a través de la participación de personas especializadas (como defensores de familia, psicólogos, entre otros), supone un mecanismo de protección del propio menor, en orden a no ser afectado por la vicisitudes propias de una participación de índole legal. 

Precisamente los artículos 150 y 194 de la Ley en mención, con un criterio preservativo y tutor de los intereses y derechos de los menores, ha previsto un rito de formación de la prueba testimonial en que éstos tomen parte bajo dos supuestos distintos de tratarse simplemente de testigos  o de testigos-víctimas de delitos en su contra. […]
4. La regulación prevenida en las referidas normas, si bien está directamente orientada a la protección del menor, no puede soslayarse sin afectar su válida incorporación en el juicio oral, o lo que es igual, que deben las autoridades judiciales y demás sujetos ceñirse rigurosamente a las reglas allí consagradas a efecto de la validez de la prueba.

En dicho orden, basta con observar el material desarrollo que tuvo en el caso concreto el juicio oral para constatar que el Juez de conocimiento cumplió con rigor los presupuestos exigidos por la Ley (art. 194 cit.) para recaudar el testimonio de la infante ofendida, como que la diligencia en cuestión no se llevó a efecto en el salón de audiencias sino en la sede del Juzgado, así como que se dejó expresamente anunciado que se impidió el contacto con el procesado y se empleó un mecanismo técnico para adelantar la diligencia, con presencia de la defensora de familia […] y de la psicóloga forense […], en forma tal que la presencia suya fue prenda de garantía como especialistas, en el adecuado interrogatorio a que fue sometida la niña violentada.

Que en forma directa no fue, en el caso concreto la defensora de familia quien interrogó, según reprocha el actor, no vicia en manera alguna la prueba, visto como está que el manejo del interrogatorio fue directamente monitoreado por aquélla y cumplido por la otra especialista que atendió el caso, en un trabajo mancomunado –en apoyo de la Fiscalía y del proceso mismo-, eminentemente precautelar de los derechos de la menor como víctima y testigo”.

Como se aprecia, la jurisprudencia resalta ante todo el trabajo mancomunado de los actores oficiales que intervienen en la actuación, por cuanto si bien puede no ser uno de ellos en forma específica quien formula directamente las preguntas, lo trascendente es que el interrogatorio se cumpla con la participación y el control de los restantes en orden a preservar las garantías sustanciales del menor. Y ese trabajo mancomunado, sin lugar a dudas, se cumplió en el caso que ahora nos convoca; situación que no impide que en adelante se adopten los correctivos pertinentes para un estricto cumplimiento de las disposiciones legales.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión apelada. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� C.S.J., Sentencia de casación penal del 1º de diciembre de 1983, M.P. Alfonso Reyes Echandía.


� C.S.J., Casación del 23 de junio de 2008, rad. 29516, M.P. Alfredo Gómez Quintero.
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